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FE DE ERRATAS - INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 035 DE 2022 SENADO Y 173 DE 2022 DE CÁMARA

por el cual se reforma la Constitución Política de Colombia y se establece la Jurisdicción Agraria y Rural. 
 
 
 

 

 
FE DE ERRATAS - INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 

035 DE 2022 SENADO Y 173 DE 2022 DE CÁMARA “POR EL CUAL SE REFORMA LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA Y SE ESTABLECE LA JURISDICCIÓN AGRARIA Y 

RURAL” 
 
 
Bogotá D.C., 13 de diciembre de 2022 
 
 
 Doctores 
 ROY LEONARDO BARRERAS  
 Presidente Senado de la República 
 DAVID RICARDO RACERO MAYORCA  
 Presidente Cámara de Representantes  
 
 
Referencia: FE DE ERRATAS al Informe de conciliación para el Proyecto de Acto Legislativo No. 35 de 
2022 Senado – 173 de 2022 Cámara “Por el cual se reforma la constitución política de Colombia y se 
establece la jurisdicción agraria y rural.” 
 
Señores Presidentes: 
 
En cumplimiento a la honrosa designación efectuada por las Presidencias del honorable Senado de la 
República y de la honorable Cámara de Representantes, y de conformidad con los artículos 161 de la 
Constitución Política y 186 y siguientes de la Ley 5° de 1992, los suscritos Congresistas, integrantes de 
la Comisión de Conciliación, nos permitimos presentar la siguiente FE DE ERRATAS al informe de 
conciliación presentado. 
 
Por un error en la transcripción, no quedaron exactamente escritos los textos definitivos aprobados por la 
Plenaria de Senado y de Cámara del Proyecto de Acto Legislativo No. 35 de 2022 Senado – 173 de 2022 
Cámara “Por el cual se reforma la constitución política de colombia y se establece la jurisdicción agraria y 
rural.”. Por tal razón, el texto conciliado repitió los mismos errores de transcripción, razón por la cual, 
mediante la presente Fe de Erratas se subsanan los errores y se establece textualmente lo aprobado por 
las plenarias y en consecuencia, se procede a corregir el texto final aprobado por la Comisión de 
Conciliadores. 
 
Por lo anterior, los suscritos conciliadores PROPONEMOS a la Plenaria de la Cámara de Representantes 
y del Senado de la República acoger el siguiente texto: 
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA 

 

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
SENADO 

 

TEXTO QUE SE ACOGE 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 173 DE 2022 CÁMARA  

 
POR EL CUAL SE REFORMA LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

COLOMBIA Y SE ESTABLECE LA 
JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL – 
PRIMERA VUELTA. EL CONGRESO 

DE LA REPÚBLICA  
 

DECRETA: 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No. 
35 DE 2022 SENADO – 173 DE 2022 

CÁMARA  
 

POR EL CUAL SE REFORMA LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

COLOMBIA Y SE ESTABLECE LA 
JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL. 

 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 

Se acoge el texto de Senado  

Artículo 1°. El inciso primero del artículo 
116 de la Constitución quedará así:  
 
Artículo 116. La Corte Constitucional, la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, la Corte Agraria y Rural, la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial, 
la fiscalía general de la Nación, los 
Tribunales y los Jueces, administran 
Justicia. También lo hace la Justicia 
Penal Militar. 

ARTÍCULO 1. El inciso primero del artículo 
116 de la Constitución quedará así: 
 
Artículo 116. La Corte Constitucional, la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, Corte Agraria y Rural, la Comisión 
Nacional de Diciplina, la fiscalía general de 
la Nación, los Tribunales y los Jueces, 
administran Justicia. También lo hace la 
Justicia Penal Militar. 
 

Se acoge el texto de Cámara 

Artículo 2°. Adiciónese al Título VIII de la 
Constitución (de la Rama Judicial) el 
Capítulo 3A, “De la jurisdicción agraria y 
rural”, en los siguientes términos:  
 
CAPÍTULO 3-A. DE LA JURISDICCIÓN 
AGRARIA Y RURAL DE LA 
JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL  
 
“Artículo 245A. La Corte Agraria y Rural 
es el máximo tribunal de la jurisdicción 
agraria y rural, cuya estructura y 
funcionamiento será definido en la ley. Se 

ARTÍCULO 2. Adiciónese al Título VIII de 
la Constitución (De la Rama Judicial) el 
Capítulo IV-A, “De la jurisdicción agraria y 
rural”, en los siguientes términos: 
 
CAPÍTULO 3A. DE LA JURISDICCIÓN 
AGRARIA Y RURAL 
 
Artículo 238A. La Corte Agraria y Rural es 
el máximo tribunal de la jurisdicción agraria 
y rural, cuya estructura y funcionamiento 
será definido en la ley. Se compondrá de 
un número impar de magistrados, 
determinado por la ley, quienes para ser 
elegidos deberán cumplir con los 

Se acoge el texto de Senado 

 
compondrá de un número impar de 
magistrados, determinado por la ley, 
quienes para ser elegidos requerirán los 
requisitos y calidades para ser 
magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia y del Consejo de Estado, y haber 
ejercido la profesión en actividades 
relacionadas con el régimen agrario y 
rural. En lo demás, se regirán por las 
condiciones, requisitos y periodos 
previstos en los artículos 231, 232 y 233 
de la Constitución.  
 
La Corte Agraria y Rural reglamentarán la 
fórmula de votación y el término en el cual 
deberán elegir a los Magistrados que 
conformen la respectiva corporación.  
 
Los Magistrados de la Corte Agraria y 
Rural están sujetos al mismo régimen y 
estatuto personal, disciplinario, fiscal y 
penal que regula a los magistrados de 
una alta Corporación.  
 
Parágrafo transitorio. Por una sola vez, 
los primeros Magistrados que hagan 
parte de la Corte Agraria y Rural serán 
elegidos por el Pleno del Congreso de la 
República de lista de elegibles enviada 
por el Consejo Superior de la Judicatura 
con base en una convocatoria pública a 
cargo de dicha autoridad administrativa, 
reglada de conformidad con la ley. 
 
Artículo 245B. Son funciones de la Corte 
Agraria y Rural:  
 

1. Desempeñar las funciones de 
Tribunal Supremo y órgano de 

requisitos, cualidades y calidades 
necesarias para ser magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado, y haber ejercido la profesión en 
actividades relacionadas con el régimen 
agrario y rural. En lo demás, se regirán por 
las condiciones, requisitos y periodos 
previstos en los artículos 231, 232 y 233 de 
la Constitución. 
 
La Corte Agraria y Rural reglamentarán la 
fórmula de votación y el término en el cual 
deberán elegir a los Magistrados que 
conformen la respectiva corporación.  
 
Los Magistrados de la Corte Agraria y Rural 
están sujetos al mismo régimen y estatuto 
personal, disciplinario, fiscal y penal que 
regula a los magistrados de una alta 
Corporación. 
 
Parágrafo transitorio. Por una sola vez, 
los primeros Magistrados que hagan parte 
de la Corte Agraria y Rural serán elegidos 
por el Congreso de la República en pleno 
de una lista de elegibles enviada por el 
Consejo Superior de la Judicatura, con 
base en una convocatoria pública a cargo 
de dicha autoridad administrativa, la cual 
será reglada de conformidad con la ley, en 
la que se fijen requisitos y procedimientos 
que garanticen los principios de publicidad, 
transparencia, participación ciudadana, 
equidad de género y criterios de mérito 
para su selección.  Las personas que 
conformen la lista de elegibles deberán 
cumplir con los requisitos y calidades 
exigidos para ser Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado. 
 
Artículo 238B. Son funciones de la Corte 
Agraria y Rural: 
 

1. Desempeñar las funciones de 
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cierre de la Jurisdicción Agraria y 
Rural, conforme a las reglas que 
señale la ley.  

2. Revisar, en la forma que 
determine la ley, las decisiones 
judiciales que se profieran por las 
autoridades judiciales de la 
jurisdicción agraria y rural.  

3. Dirimir los conflictos de 
competencias en la jurisdicción 
agraria y rural, que no 
correspondan a otra autoridad 
judicial.  

4. Preparar y presentar proyectos 
de ley y de actos reformatorios 
de la Constitución, en relación 
con los asuntos de su 
competencia.  

5. Ejercer las demás funciones que 
determine la ley.  

6. Darse su propio reglamento.  
 
Parágrafo. Las anteriores funciones se 
ejercerán con la garantía del enfoque de 
género y del derecho a las mujeres al 
acceso efectivo a la justicia, así como con 
la garantía del enfoque diferencial 
territorial, étnico y de víctimas. 
 
 
 
 
 
 

Tribunal Supremo y órgano de 
cierre de la Jurisdicción Agraria y 
Rural, conforme a las reglas que 
señale la ley. 

2. Revisar, en la forma que determine 
la ley, las decisiones judiciales que 
se profieran por las autoridades 
judiciales de la jurisdicción agraria 
y rural. 

3. Dirimir los conflictos de 
competencias en la jurisdicción 
agraria y rural, que no 
correspondan a otra autoridad 
judicial. 

4. Preparar y presentar proyectos de 
ley y de actos reformatorios de la 
Constitución, en relación con los 
asuntos de su competencia. 

5. Ejercer las demás funciones que 
determine la ley. 

6. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo 1. Las anteriores funciones se 
ejercerán con la garantía del derecho de 
hombres y mujeres al acceso efectivo a la 
justicia, así como con la garantía de 
protección a los Grupos étnicos: 
Comunidades negras o afrocolombianas, 
palenquero, raizales, pueblos y 
comunidades indígenas, comunidad Rom y 
de víctimas.  En lo que se refiere a la 
aplicación de la ley y su interpretación 
prima el principio de igualdad de los 
ciudadanos. 
 
 
 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 156 
de la Constitución Política, el cual 
quedará así:  
 
Artículo 156. La Corte Constitucional, el 

ARTÍCULO 3°. Modifíquese el artículo 156 
de la Constitución Política, el cual quedará 
así: 
 
Artículo 156. La Corte Constitucional, el 
Consejo Superior de la Judicatura, la Corte 

Los textos de Senado y 
Cámara de Representantes 
coinciden 

 
Consejo Superior de la Judicatura, la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, la Corte Agraria y Rural, el 
Consejo Nacional Electoral, el 
Procurador General de la Nación, el 
Contralor General de la República, tienen 
la facultad de presentar proyectos de ley 
en materias relacionadas con sus 
funciones. 
 

Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, 
la Corte Agraria y Rural, el Consejo 
Nacional Electoral, el Procurador General 
de la Nación, el Contralor General de la 
República, tienen la facultad de presentar 
proyectos de ley en materias relacionadas 
con sus funciones. 
 

Artículo 4°. El artículo 238 de la 
Constitución Política quedará así:  
 
Artículo 238. La jurisdicción de lo 
contencioso administrativo y la 
jurisdicción agraria y rural podrán 
suspender provisionalmente, en los 
asuntos que sean de su competencia, por 
los motivos y con los requisitos que 
establezca la ley, los efectos de los actos 
administrativos que sean susceptibles de 
impugnación por vía judicial. 

ARTÍCULO 4. El artículo 238 de la 
Constitución Política quedará así: 
 
Artículo 238. La jurisdicción de lo 
contencioso administrativo y la jurisdicción 
agraria y rural podrán suspender 
provisionalmente, en los asuntos que sean 
de su competencia, por los motivos y con 
los requisitos que establezca la ley, los 
efectos de los actos administrativos que 
sean susceptibles de impugnación por vía 
judicial. 
 

Los textos de Senado y 
Cámara de Representantes 
coinciden 

Artículo 5°. La Jurisdicción Agraria y 
Rural entrará a funcionar en un término 
no superior a dos (2) años siguientes a la 
promulgación de este acto legislativo. Su 
implementación será progresiva durante 
los dos años, y mientras entra en 
funcionamiento en todo el territorio 
nacional, se podrá adoptar un régimen de 
transición en los términos y condiciones 
que defina la ley.  
 
 
 
 
 
 
 

ARTÍCULO 5. La Jurisdicción Agraria y 
Rural entrará a funcionar en un término no 
superior a dos (2) años siguientes a la 
promulgación de este acto legislativo. Su 
implementación será progresiva, durante 
los dos años y mientras entra en 
funcionamiento en todo el territorio 
nacional, se podrá adoptar un régimen de 
transición en los términos y condiciones 
que defina la ley. 
 
 
Parágrafo primero: El Gobierno Nacional 
deberá agotar la consulta previa con los 
pueblos indígenas para emitir un decreto 
en el que se articule la jurisdicción rural y 
agraria con la jurisdicción especial e 
indígena, de suerte que se respete la 
autonomía y gobierno propio de los 
pueblos y comunidades en esta jurisdicción 

Se acoge el texto de Senado 
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Parágrafo transitorio. Dentro de los seis 
(06) posteriores a la promulgación de 
este acto legislativo, el Consejo Superior 
de la Judicatura formará, capacitará y 
reasignarán jueces especializados con 
carácter temporal en la jurisdicción  
ordinaria y de lo contencioso-
administrativo para resolver conflictos 
rurales y agrarios en todo el territorio 
nacional, hasta la entrada en 
funcionamiento de la Jurisdicción Agraria 
Rural. 

y en el régimen de transición. 
 
Parágrafo transitorio. Dentro de los (6) 
meses posteriores a la promulgación de 
este acto legislativo, el Consejo Superior 
de la Judicatura, formará, capacitará y 
reasignará jueces especializados con 
carácter temporal en la jurisdicción 
ordinaria y de lo contencioso administrativo 
para resolver conflictos rurales y agrarios 
en todo el territorio nacional, hasta la 
entrada en funcionamiento de la 
Jurisdicción Agraria y Rural. 
 

Artículo 6°. El Congreso de la República 
tramitará y expedirá en la siguiente 
legislatura la ley por medio de la cual se 
establezca la estructura, funcionamiento 
y competencias de la jurisdicción agraria 
y rural, así como el procedimiento 
especial agrario y rural. 

ARTÍCULO 6. El Congreso de la República 
tramitará y expedirá en la siguiente 
legislatura la ley por medio de la cual se 
establezca la y funcionamiento y 
competencias de la jurisdicción agraria y 
rural, el procedimiento especial agrario y 
rural. 
 

Se acoge el texto de Cámara 

Artículo nuevo. El artículo 126 de la 
Constitución Política quedará así:  
 
Artículo 126. Los servidores públicos no 
podrán en ejercicio de sus funciones, 
nombrar, postular, ni contratar con 
personas con las cuales tengan 
parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, 
primero civil, o con quien estén ligados 
por matrimonio o unión permanente.  
 
Tampoco podrán nombrar ni postular 
como servidores públicos, ni celebrar 
contratos estatales, con quienes hubieren 
intervenido en su postulación o 
designación, ni con personas que tengan 
con estas los mismos vínculos señalados 

 No se acoge el artículo nuevo 
del texto de cámara 

 
en el inciso anterior.  
 
Se exceptúan de lo previsto en este 
artículo los nombramientos que se hagan 
en aplicación de las normas vigentes 
sobre ingreso o ascenso por méritos en 
cargos de carrera.  
 
Salvo los concursos regulados por la ley, 
la elección de servidores públicos 
atribuida a corporaciones públicas 
deberá estar precedida de una 
convocatoria pública reglada por la ley, 
en la que se fijen requisitos y 
procedimientos que garanticen los 
principios de publicidad, transparencia, 
participación ciudadana, equidad de 
género y criterios de mérito para su 
selección.  
 
Quien haya ejercido en propiedad alguno 
de los cargos en la siguiente lista, no 
podrá ser reelegido para el mismo. 
Tampoco podrá ser nominado para otro 
de estos cargos, ni ser elegido a un cargo 
de elección popular, sino un año después 
de haber cesado en el ejercido de sus 
funciones:  
 
Magistrado de la Corte Constitucional, de 
la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado, la Corte Agraria y 
Rural, de la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial, Miembro de la 
Comisión de Aforados, Miembro del 
Consejo Nacional Electoral, Fiscal 
General de la Nación, Procurador 
General de la Nación, Defensor del 
Pueblo, Contralor General de la 
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República y Registrador Nacional del 
Estado Civil. 
Artículo nuevo. El artículo 197 de la 
Constitución Política quedará así: 
 
Artículo 197. No podrá ser elegido 
Presidente de la República el ciudadano 
que a cualquier título hubiere ejercido la 
Presidencia. Esta prohibición no cobija al 
Vicepresidente cuando la ha ejercido por 
menos de tres meses, en forma continua 
o discontinua, durante el cuatrienio. La 
prohibición de la reelección solo podrá 
ser reformada o derogada mediante 
referendo de iniciativa popular o 
asamblea constituyente.  
 
No podrá ser elegido Presidente de la 
República o Vicepresidente quien hubiere 
incurrido en alguna de las causales de 
inhabilidad consagradas en los 
numerales 1, 4 y 7 del artículo 179, ni el 
ciudadano que un año antes de la 
elección haya tenido la investidura de 
Vicepresidente o ejercido cualquiera de 
los siguientes cargos:  
 
Ministro, Director de Departamento 
Administrativo, Magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia, de la Corte 
Constitucional, del Consejo de Estado, la 
Corte Agraria y Rural, Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial, Miembro de la 
Comisión de Aforados o del Consejo 
Nacional Electoral, Procurador General 
de la Nación, Defensor del Pueblo, 
Contralor General de la República, Fiscal 
General de la Nación, Registrador 
Nacional del Estado Civil, Comandantes 

 No se acoge el artículo nuevo 
del texto de cámara  

 
de las Fuerzas Militares, Auditor General 
de la República, Director General de la 
Policía, Gobernador de departamento o 
Alcalde 
Artículo nuevo. El artículo 231 de la 
Constitución Política quedará así:  
 
Artículo 231. Los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, del Consejo de 
Estado y la Corte Agraria y Rural serán 
elegidos por la respectiva Corporación, 
previa audiencia pública, de lista de diez 
elegibles enviada por el Consejo de 
Gobierno Judicial tras una convocatoria 
pública reglada de conformidad con la ley 
y adelantada por la Gerencia de la Rama 
Judicial.  
 
En el conjunto de procesos de selección 
de los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, del Consejo de Estado y la 
Corte Agraria y Rural se atenderá el 
criterio de equilibrio entre quienes 
provienen del ejercicio profesional, de la 
Rama Judicial y de la academia.  
 
La Corte Suprema de Justicia, el Consejo 
de Estado y la Corte Agraria y Rural 
reglamentarán la fórmula de votación y el 
término en el cual deberán elegir a los 
Magistrados que conformen la respectiva 
corporación. 

 No se acoge el artículo nuevo 
del texto de cámara 

Artículo nuevo. El artículo 232 de la 
Constitución Política quedará así:  
 
Artículo 232. Para ser Magistrado de la 
Corte Constitucional, de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado y la Corte Agraria y Rural se 

 No se acoge el artículo nuevo 
del texto de cámara 
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requiere:  
 

1. Ser colombiano de nacimiento y 
ciudadano en ejercicio.  

2. Ser abogado.  
3. No haber sido condenado por 

sentencia judicial a pena 
privativa de la libertad, excepto 
por delitos políticos o culposos.  

4. Haber desempeñado, durante 
quince años, cargos en la Rama 
Judicial o en el Ministerio 
Público, o haber ejercido, con 
buen crédito, por el mismo 
tiempo, la profesión de abogado 
o la cátedra universitaria en 
disciplinas jurídicas en 
establecimientos reconocidos 
oficialmente. Para el cargo de 
Magistrado de la Corte Suprema 
de Justicia, del Consejo de 
Estado y la Corte Agraria y Rural, 
la cátedra universitaria deberá 
haber sido ejercida en disciplinas 
jurídicas relacionadas con el 
área de la magistratura a ejercer. 

 
Parágrafo. Para ser Magistrado de estas 
corporaciones no será requisito 
pertenecer a la carrera judicial. 
Artículo nuevo. El artículo 233 de la 
Constitución Política quedará así: 
Artículo 233.  
 
Los Magistrados de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de 
Justicia, del Consejo de Estado y la Corte 
Agraria y Rural serán elegidos para 
períodos individuales de ocho años, no 

 No se acoge el artículo nuevo 
del texto de cámara 

 
podrán ser reelegidos y permanecerán en 
el ejercicio de sus cargos mientras 
observen buena conducta, tengan 
rendimiento satisfactorio y no hayan 
llegado a edad de retiro forzoso 
Artículo 7°. Vigencia y armonización. 
Inclúyase la expresión “Corte Agraria y 
Rural” en los artículos 126, 174, 178, 197, 
231, 232 y 233 de la Constitución 
Nacional.  
 
El presente acto legislativo entrará en 
vigencia en la fecha de su promulgación 

ARTÍCULO 7°. Vigencia y armonización.  
 
Inclúyase la expresión “Corte Agraria y 
Rural” en los artículos 126, 174, 178, 197, 
231, 232 y 233 de la Constitución Política 
de Colombia. 
 
El presente acto legislativo entrará en 
vigencia en la fecha de su promulgación. 

Se acoge el texto de Senado  

 
 
 
Dadas las anteriores consideraciones, nos permitimos presentar ante las Plenarias del 
Senado de la República y de la Cámara de Representantes, el texto conciliado, que a 
continuación transcribimos: 
 
 

 
 
 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No. 35 DE 2022 SENADO – 173 DE 2022 CÁMARA  
 

POR EL CUAL SE REFORMA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA Y SE ESTABLECE LA 
JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL. 

 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 

ARTÍCULO 1°. El inciso primero del artículo 116 de la Constitución quedará así:  
 
Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Corte 
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Agraria y Rural, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, la fiscalía general de la Nación, los 
Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. 
 
ARTÍCULO 2. Adiciónese al Título VIII de la Constitución (De la Rama Judicial) el Capítulo IV-A, “De la 
jurisdicción agraria y rural”, en los siguientes términos: 
 
CAPÍTULO 3A. DE LA JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL 
 
Artículo 238A. La Corte Agraria y Rural es el máximo tribunal de la jurisdicción agraria y rural, cuya 
estructura y funcionamiento será definido en la ley. Se compondrá de un número impar de magistrados, 
determinado por la ley, quienes para ser elegidos deberán cumplir con los requisitos, cualidades y calidades 
necesarias para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, y haber ejercido 
la profesión en actividades relacionadas con el régimen agrario y rural. En lo demás, se regirán por las 
condiciones, requisitos y periodos previstos en los artículos 231, 232 y 233 de la Constitución. 
 
La Corte Agraria y Rural reglamentarán la fórmula de votación y el término en el cual deberán elegir a los 
Magistrados que conformen la respectiva corporación.  
 
Los Magistrados de la Corte Agraria y Rural están sujetos al mismo régimen y estatuto personal, 
disciplinario, fiscal y penal que regula a los magistrados de una alta Corporación. 
 
Parágrafo transitorio. Por una sola vez, los primeros Magistrados que hagan parte de la Corte Agraria y 
Rural serán elegidos por el Congreso de la República en pleno de una lista de elegibles enviada por el 
Consejo Superior de la Judicatura, con base en una convocatoria pública a cargo de dicha autoridad 
administrativa, la cual será reglada de conformidad con la ley, en la que se fijen requisitos y procedimientos 
que garanticen los principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, equidad de género y 
criterios de mérito para su selección.  Las personas que conformen la lista de elegibles deberán cumplir 
con los requisitos y calidades exigidos para ser Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo 
de Estado. 
 
Artículo 238B. Son funciones de la Corte Agraria y Rural: 
 
1. Desempeñar las funciones de Tribunal Supremo y órgano de cierre de la Jurisdicción Agraria y Rural, 
conforme a las reglas que señale la ley. 
2. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales que se profieran por las autoridades 
judiciales de la jurisdicción agraria y rural. 
3. Dirimir los conflictos de competencias en la jurisdicción agraria y rural, que no correspondan a otra 
autoridad judicial. 
4. Preparar y presentar proyectos de ley y de actos reformatorios de la Constitución, en relación con los 
asuntos de su competencia. 
5. Ejercer las demás funciones que determine la ley. 
6. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo 1. Las anteriores funciones se ejercerán con la garantía del derecho de hombres y mujeres al 
acceso efectivo a la justicia, así como con la garantía de protección a los Grupos étnicos: Comunidades 

 
negras o afrocolombianas, palenquero, raizales, pueblos y comunidades indígenas, comunidad Rom y de 
víctimas.  En lo que se refiere a la aplicación de la ley y su interpretación prima el principio de igualdad de 
los ciudadanos. 
 
 
ARTÍCULO 3°. Modifíquese el artículo 156 de la Constitución Política, el cual quedará así: 
 
Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la Corte Suprema de Justicia, 
el Consejo de Estado, la Corte Agraria y Rural, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la 
Nación, el Contralor General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias 
relacionadas con sus funciones. 
 
ARTÍCULO 4°. El artículo 238 de la Constitución Política quedará así: 
 
Artículo 238. La jurisdicción de lo contencioso administrativo y la jurisdicción agraria y rural podrán 
suspender provisionalmente, en los asuntos que sean de su competencia, por los motivos y con los 
requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de 
impugnación por vía judicial. 
 
ARTÍCULO 5°. ARTÍCULO 5. La Jurisdicción Agraria y Rural entrará a funcionar en un término no superior 
a dos (2) años siguientes a la promulgación de este acto legislativo. Su implementación será progresiva, 
durante los dos años y mientras entra en funcionamiento en todo el territorio nacional, se podrá adoptar un 
régimen de transición en los términos y condiciones que defina la ley. 

Parágrafo primero: El Gobierno Nacional deberá agotar la consulta previa con los pueblos indígenas para 
emitir un decreto en el que se articule la jurisdicción rural y agraria con la jurisdicción especial e indígena, 
de suerte que se respete la autonomía y gobierno propio de los pueblos y comunidades en esta jurisdicción 
y en el régimen de transición. 
 
Parágrafo transitorio. Dentro de los (6) meses posteriores a la promulgación de este acto legislativo, el 
Consejo Superior de la Judicatura, formará, capacitará y reasignará jueces especializados con carácter 
temporal en la jurisdicción ordinaria y de lo contencioso administrativo para resolver conflictos rurales y 
agrarios en todo el territorio nacional, hasta la entrada en funcionamiento de la Jurisdicción Agraria y Rural. 

ARTÍCULO 6°. El Congreso de la República tramitará y expedirá en la siguiente legislatura la ley por 
medio de la cual se establezca la estructura, funcionamiento y competencias de la jurisdicción agraria y 
rural, así como el procedimiento especial agrario y rural. 
 
ARTÍCULO 7°. Vigencia y armonización.  
Inclúyase la expresión “Corte Agraria y Rural” en los artículos 126, 174, 178, 197, 231, 232 y 233 de la 
Constitución Política de Colombia. 
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El presente acto legislativo entrará en vigencia en la fecha de su promulgación. 
 
 
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 

 

I N F O R M E S  D E  C O N C I L I A C I Ó N 

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO. 254 DE 
2022 CÁMARA, 19 DE 2022 SENADO

por medio del cual se reconoce al campesinado como sujeto político de derechos y de especial protección 
constitucional y se integra el bloque de constitucionalidad el texto de la declaración de las naciones unidas 

sobre los derechos de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales 

 

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No. 254 DE 
2022 CÁMARA – 019 DE 2022 SENADO 

 
“Por medio del cual se reconoce al campesinado como sujeto político de derechos y de 

especial protección constitucional y se integra el bloque de constitucionalidad el texto de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras 

Personas que Trabajan en las Zonas Rurales” 
 
 
Bogotá D.C., 12 de diciembre de 2022 

 
 
 Doctores 
 ROY LEONARDO BARRERAS  
 Presidente Senado de la República      
 DAVID RICARDO RACERO MAYORCA  
 Presidente Cámara de Representantes Ciudad 
 
 
Referencia. - Informe de Conciliación al Proyecto de Acto Legislativo No. 254 de 2022 
Cámara – 019 de 2022 Senado, por medio del cual se reconoce al campesinado como sujeto 
político de derechos y de especial protección constitucional y se integra el bloque de 
constitucionalidad el texto de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales. 
 

 
Señores presidentes: 

 
De acuerdo con las designaciones realizadas por las Presidencias del Honorable Senado de 
la República y de la Honorable Cámara de Representantes, y de conformidad con los 
artículos 161 de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Senadores 
y Representantes integrantes de la Comisión Accidental de Conciliación, nos permitimos 
someter a consideración de las plenarias de Senado y de la Cámara de Representantes, para 
continuar con el trámite correspondiente, el texto conciliado del Proyecto de Acto Legislativo 
de la referencia, dirimiendo de esta manera las discrepancias existentes entre los textos 
aprobados en Sesión Plenaria de la Cámara y la Sesión Plenaria del Senado, como se 
observa en el siguiente cuadro: 

 

TEXTO DEFINITIVO 
PLENARIA SENADO 

Gaceta de 2022 

TEXTO DEFINITIVO 
PLENARIA CÁMARA 

Gaceta de 2022 

TEXTO QUE SE ACOGE 

Proyecto de Acto Legislativo 
No.019 de 2022 “Por medio del 

cual se reconoce al campesinado 
como sujeto de especial 

protección constitucional y se 
integra el bloque de 

constitucionalidad el texto de la 

Proyecto De Acto Legislativo No. 
254 de 2022 “Por medio del cual 

se reconoce al campesinado como 
sujeto político de derechos y de 

especial protección constitucional 
y se integra el bloque de 

constitucionalidad el texto de la 

Se acoge el de Cámara 
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Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los 
campesinos y de Otras Personas 

que Trabajan en las Zonas 
Rurales” 

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA: 

Declaración De Las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los 
campesinos y de otras personas 

que trabajan en las Zonas 
Rurales”. 

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA 

Artículo 1°. Modifíquese el 
artículo 64 de la Constitución 
Política, el cual quedará así: 
 
Artículo 64. Es deber del Estado 
promover el acceso progresivo a 
la propiedad de la tierra de los 
trabajadores agrarios, en forma 
individual o asociativa, y a los 
servicios de educación, salud, 
vivienda, seguridad social, 
recreación, crédito, 
comunicaciones, comercialización 
de los productos, asistencia 
técnica y empresarial, con el fin de 
mejorar el ingreso y calidad de 
vida de los campesinos.  
 
 
 
 
 
El campesinado es sujeto de 
especial protección. Las 
comunidades campesinas tienen 
un particular relacionamiento con 
la tierra basado en la producción 
de alimentos, en garantía de la 
soberanía alimentaria,  conforme 
a la economía campesina agraria 
y familiar, todas las actividades de 
trasformación tendientes a 
mejorar la productividad de sus 
cultivos y las tecnologías para 
transformación que permitan darle 
valor agregado a sus productos y 
la protección del ambiente, así 

Artículo 1°.  Modifíquese el artículo 
64 de la Constitución Política de 
Colombia.  
 
Artículo 64. Es deber del Estado 
promover el acceso progresivo a la 
propiedad de la tierra para el 
campesinado y otros trabajadores 
agrarios, en forma individual o 
asociativa, y a los derechos con 
enfoque diferencial, de género y 
etéreo, a la educación, salud, 
vivienda, servicios públicos 
domiciliarios, seguridad social, 
recreación, crédito, comunicaciones, 
producción, transformación y 
comercialización de los productos, 
asistencia técnica, financiera y 
empresarial con el fin de mejorar el 
ingreso y calidad de vida del 
campesinado.  
 
El campesinado es un sujeto político 
de derechos y de especial 
protección, intercultural, involucrado 
vitalmente en el trabajo directo con la 
naturaleza y la tierra para la 
producción de alimentos como 
garantía para la seguridad, las 
autonomías y la soberanía 
alimentaria. Está inmerso en formas 
de organización social basadas en el 
trabajo familiar y comunitario no 
remunerado o en la venta de su 
fuerza de trabajo, integrando las 
diferentes dimensiones de la cultura 
campesina, conforme a su 

Se acoge el texto de Senado 
agregando la expresión “sujeto 
político” del segundo inciso del 
texto aprobado en Cámara  

 

 

 
 
 

como en tradiciones y costumbres 
compartidas que los distinguen de 
otros grupos sociales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
El Estado velará en forma especial 
por la protección y garantía de sus 
derechos individuales y 
colectivos, incluidos aquellos 
reconocidos por la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Campesinos y de 
Otras Personas que Trabajan en 
las Zonas Rurales, la cual hace 
parte del bloque de 
constitucionalidad. 
 
 
 
Parágrafo 1: Una ley reglamentará 
y desarrollará la forma como se 
garantizará la protección especial 
del campesinado.  
 
 
 
 
Parágrafo 2: La ley reglamentará, 
entre otras cosas, el derecho de 
los campesinos a retirarse de la 
colectividad, conservando el 
porcentaje de tierra que le 
corresponda. 
 

economía, la agricultura familiar, 
asociatividad campesina y las 
actividades tendientes a mejorar la 
productividad de sus cultivos, la 
transformación de sus productos y 
las estrategias de comercialización. 
La protección de los ecosistemas y la 
diversidad de las vidas campesinas 
los distinguen de otros grupos 
sociales.  
 
El Estado garantizará el derecho a la 
participación a través de los 
mecanismos de participación 
ciudadana y velará de forma especial 
por la protección y garantía de sus 
derechos individuales y colectivos. 
Además de los reconocidos en la 
Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los 
Campesinos y de Otras Personas 
que Trabajan en las Zonas Rurales, 
la cual hace parte del bloque de 
constitucionalidad.  
 
Parágrafo: La ley reglamentará y 
desarrollará la forma como se 
garantizará la protección especial del 
campesinado y su derecho a retirarse 
de la colectividad, conservando el 
porcentaje de tierra que le 
corresponda.  
 
 

 
 
 

ARTÍCULO 2. Vigencia. El presente 
acto legislativo rige a partir de su 
promulgación.  

Se acoge el de Cámara 
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Dadas las anteriores consideraciones, nos permitimos presentar ante las Plenarias del Senado de 
la República y de la Cámara de Representantes, el texto conciliado, que a continuación 
transcribimos: 

 
 

Proyecto de Ley No. 019 de 2022 Senado y 254 de 2022 Cámara “ “Por medio del cual se 
reconoce al campesinado como sujeto político de derechos y de especial protección 

constitucional y se integra el bloque de constitucionalidad el texto de la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan 

en las Zonas Rurales” 
 

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA 

 
Artículo 1°.  Modifíquese el artículo 64 de la Constitución Política de Colombia.  
 
Artículo 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de 
los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, 
vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los 
productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de 
los campesinos.  
 
El campesinado es sujeto político de derechos y de especial protección. Las comunidades 
campesinas tienen un particular relacionamiento con la tierra basado en la producción de 
alimentos, en garantía de la soberanía alimentaria,  conforme a la economía campesina agraria 
y familiar, todas las actividades de trasformación tendientes a mejorar la productividad de sus 
cultivos y las tecnologías para transformación que permitan darle valor agregado a sus 
productos y la protección del ambiente, así como en tradiciones y costumbres compartidas que 
los distinguen de otros grupos sociales.  
 
El Estado velará en forma especial por la protección y garantía de sus derechos individuales y 
colectivos, incluidos aquellos reconocidos por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, la cual 
hace parte del bloque de constitucionalidad. 
 
Parágrafo 1: Una ley reglamentará y desarrollará la forma como se garantizará la protección 
especial del campesinado.  
 
 
Parágrafo 2: La ley reglamentará, entre otras cosas, el derecho de los campesinos a retirarse 
de la colectividad, conservando el porcentaje de tierra que le corresponda. 
 
 
Artículo 2. Vigencia. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación. 

 
 
 
 

 

 
De los Congresistas,  
 
 
 
 
 
 

 
 
  

 
  

 

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE LEY 377 DE 2022 SENADO, 221 DE 2021 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica la ley 769 de 2002, se reglamenta la actividad de los organismos de apoyo 
al tránsito, garantizando el buen funcionamiento de los Centros de Enseñanza Automovilística – CEA, como 

mecanismo de prevención y amparo de la siniestralidad vial, y se dictan otras disposiciones.
1 

 

Bogotá, 13 de diciembre  de 2022 

Doctores  
 
ROY BARRERAS MONTEALEGRE  
Presidente Senado de la República 
 
 
DAVID RACERO 
Presidente Cámara de Representantes 
 

 
 

Referencia: Informe de conciliación al Proyecto de Ley 
377 de 2022 senado , 221 de 2021 Cámara “Por medio de 
la cual se modifica la ley 769 de 2002, se reglamenta la 
actividad de los organismos de apoyo al tránsito, 
garantizando el buen funcionamiento de los centros de 
enseñanza automovilística – cea, como mecanismo de 
prevención y amparo de la siniestralidad vial, y se dictan 
otras disposiciones”. 

 
 
Respetados Señores Presidentes: 
  
Atendiendo las designaciones efectuadas por las Presidencias del Senado de la 
República y de la Cámara de Representantes y de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 161 de la Constitución Política y en los artículos 186, 187 y 188 de la 
Ley 5ª de 1992, los congresistas conciliadores nos permitimos someter a 
consideración de las plenarias del Senado y de la Cámara, para continuar su 
trámite correspondiente, el texto conciliado del proyecto de ley de la referencia. 
 
 

I. CONSIDERACIONES DE LOS CONCILIADORES 
 
Los congresistas conciliadores dejan constancia que los textos aprobados en las 
plenarias de la Cámara de Representantes y el Senado de la República, así como 
el texto conciliado que se pone a consideración, mantienen en su integridad la 
esencia y objeto original de la iniciativa. En consecuencia, atendiendo sendos 
argumentos de carácter legislativo, constitucional, legal y jurisprudencial que 
fueron discutidos, los conciliadores acogen el texto propuesto y aprobado, y 
las modificaciones aprobadas; por la plenaria del Senado de la República en 
su integridad.  
 
Finalmente, se resalta que en el trámite de ambas cámaras la iniciativa fue 
aprobada de manera unánime por parte de todos los congresistas.  

2 

 

 
I. PROPOSICIÓN 

 
Con base en las consideraciones presentadas, los conciliadores del Senado de 
la República y la Cámara de Representantes rinden informe de conciliación al 
Proyecto de Ley 377 de 2022 senado, 221 de 2021 Cámara “Por medio de la 
cual se modifica la ley 769 de 2002, se reglamenta la actividad de los 
organismos de apoyo al tránsito, garantizando el buen funcionamiento de los 
centros de enseñanza automovilística – cea, como mecanismo de prevención y 
amparo de la siniestralidad vial, y se dictan otras disposiciones”, y se solicita a 
la Plenaria de cada corporación que aprueben el texto conciliado que se 
presenta a continuación. 
 
Firman los Honorables Congresistas, 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
ANA MARÍA CASTAÑEDA                             INGRID SOGAMOSO  
Senadora de la República                     Representante a la Cámara  
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II. TEXTO CONCILIADO 
 

 
PROYECTO DE LEY No. 377 DE 2022 SENADO, 221 de 2021 CÁMARA 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 769 DE 2002, SE 
REGLAMENTA LA ACTIVIDAD DE LOS ORGANISMOS DE APOYO AL 
TRÁNSITO, GARANTIZANDO EL BUEN FUNCIONAMIENTO DE LOS 

CENTROS DE ENSEÑANZA AUTOMOVILÍSTICA – CEA, COMO 
MECANISMO DE PREVENCIÓN Y AMPARO DE LA SINIESTRALIDAD 

VIAL, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

DECRETA 
 
ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente Ley tiene como objeto modificar la Ley 769 
de 2002 y establecer una serie de prerrogativas para el desarrollo de la actividad 
de los organismos de apoyo al Tránsito (OAT), en especial a los Centros de 
Enseñanza Automovilística – CEA,  que les permita funcionar bajo condiciones 
acordes a las realidades actuales, facilitar la transición de persona natural a 
jurídica de manera voluntaria, sin contratiempos, conservando su antigüedad y sin 
interrumpir su operación, e instaurar mecanismos para amparar a los afectados 
por siniestros viales. 
 
ARTÍCULO 2°. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 769 de 2002 “Por la cual se 
expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones.” El 
cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 12°. NATURALEZA. Todo Centro de Enseñanza Automovilística, es 
un establecimiento docente de naturaleza pública, privada o mixta, que tenga 
como actividad permanente la instrucción de personas que aspiren a obtener el 
certificado de capacitación en conducción, o instructores en conducción.  
 
Estarán facultados para formar en programas educativos relacionados con 
primeros auxilios – soporte vital, control de incendios, manejo defensivo y 
capacitaciones especializadas para manejo de sustancias, pasajeros y carga, sin 
que la acreditación de estos cursos sea un requisito para obtener y/o renovar la 
licencia de conducción u obtener el certificado de capacitación en conducción, o 
instructores en conducción. 
 
PARÁGRAFO 1. Con el fin de garantizar la continuidad en la prestación del 
servicio y en atención a que la mayoría de Centros de Enseñanza Automovilística 
se constituyeron como persona natural, se determina que quienes cuenten con 
Registro en el RUNT al momento de la promulgación de la presente Ley, y quienes 
de manera voluntaria decidan adelantar la transición a persona jurídica, contarán 
con un plazo de seis (6) meses, contados a partir de la reglamentación de la 
presente ley.  

 
Durante este término se autoriza a quienes se acojan a lo estipulado en la 
presente Ley, y realicen cambios de propietario y/o de nombre o de razón social, 
puedan continuar prestando el servicio con el nombre o razón social anterior, 
mientras acreditan requisitos y obtienen por parte de los Ministerios o entidades 
correspondientes el reconocimiento del cambio.  
 
El reconocimiento del registro adquirido por la persona natural, se mantendrá para 
la nueva persona jurídica, siempre y cuando se acredite que el beneficiario original 
hace parte de la misma. 
 
El Ministerio de Transporte, en un plazo máximo de seis (6)  meses contados a 
partir de la publicación de la presente Ley, expedirá la reglamentación sobre lo 
establecido en el presente artículo.” 
 
ARTÍCULO 3°. Modifíquese el artículo 14 de la ley 769 de 2002 “Por la cual se 
expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones.” El 
cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 14°. CAPACITACIÓN. La capacitación requerida para que las 
personas puedan conducir por las vías públicas en vehículos que requieren 
licencia de conducción, deberá ser impartida única y exclusivamente por los 
Centros de Enseñanza Automovilística Registrados en el RUNT de acuerdo con la 
reglamentación que para el efecto expida el Ministerio de Transporte, previo 
estudio técnico adelantado por este. 
 
La capacitación de aspirantes a obtener o recategorizar licencia de conducción se 
dividirá en dos áreas: 
 
1.- Capacitación Teórica. Podrá ser impartida en dos modalidades y el aspirante 
a obtener o recategorizar la licencia de conducción podrá determinar libremente 
con cual modalidad se capacita, así: 
 
a) Capacitación magistral presencial. Se deberá impartir en las 
instalaciones del Centro de Enseñanza Automovilística. 
 
b) Capacitación en la modalidad virtual. Los aspirantes a conducir o 
recategorizar la licencia de conducción podrán optar por adquirir los conocimientos 
teóricos de la conducción en la modalidad virtual, en la forma en que determine el 
Ministerio de Transporte, a través del sistema del Registro Único Nacional de 
Tránsito (RUNT), que permita identificar plenamente al usuario, garantizar su 
asistencia y permanencia durante la capacitación y dictar el programa teórico 
completo que determine el reglamento.  
 
En todo caso, la evaluación de la capacitación teórica y práctica, siempre se 
realizará de forma presencial. 

 
2.- Capacitación Práctica. Se dividirá en dos áreas: 
 
a) Talleres prácticos de formación: Se deberán impartir en las instalaciones del 
mismo Centro de Enseñanza Automovilística que dictará la parte práctica de 
conducción en las áreas destinadas para este fin y en de acuerdo a la intensidad 
horaria que determine el reglamento. 
 
b) Práctica de Conducción: Se realizará en las vías nacionales, con los 
vehículos del organismo de apoyo debidamente adaptados y autorizados que 
cuenten con tarjeta de servicio e instructores de automovilismo registrados en el 
RUNT. 
 
PARÁGRAFO 1. Los Centros de enseñanza deberán adaptar los contenidos e 
instalaciones para personas en condición de discapacidad, a fin de que estas 
puedan recibir las capacitaciones teóricas y prácticas para la obtención o 
recategorización de la licencia de conducción. 
 
PARÁGRAFO 2. El Ministerio de Transporte en coordinación con la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial podrá definir, previo estudio técnico adelantado por 
estos, la malla curricular o pensum de formación de conductores con enfoque a 
resguardar la vida de los usuarios de la vía.  
 
PARÁGRAFO 3. La vigilancia y supervisión de los Centros de Enseñanza 
Automovilística, corresponderá a la Superintendencia de Transporte.” 
 
PARÁGRAFO 4.  Las multas que se impongan a los centros de enseñanza 
automovilística serán de propiedad de los municipios donde se encuentre la sede 
de la escuela. 
 

ARTÍCULO 4°. ANÁLISIS INTEGRAL DE LOS SERVICIOS DE TRÁNSITO.  
Dentro del año siguiente a la promulgación de la presente ley, el Ministerio de 
Transporte, deberá desarrollar un Análisis Integral, de carácter técnico y 
económico, de los servicios que por delegación realizan los Organismos de Apoyo 
a las Autoridades de Tránsito, así como los Organismos de Tránsito, del cual se 
deberá concluir las mejoras regulatorias para la prestación de tales servicios, las 
cuales deberán ser adoptadas dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
expedición del análisis, si se trata de asuntos de competencia directa del 
Ministerio de Transporte, o puestas a consideración del Congreso de la República 
mediante un proyecto de ley si se trata de asuntos de rango de ley, a fin de que 
las mismas incidan directamente en la disminución de la siniestralidad vial y las 
altas tasas de morbilidad y mortalidad.  

Los Organismos realizarán las actividades estrictamente previstas en la 
habilitación o registro, sin exceder las capacidades instaladas autorizadas. 
 
Parágrafo. La Superintendencia de Transporte deberá vincular a los centros 
integrales de atención al Sistema de Control y Vigilancia (SICOV) en un plazo 
máximo de seis (6) meses. 
 
ARTÍCULO 5°. Adiciónese el parágrafo 3 al Artículo 127 de la Ley 769 de 2002, 
así: 
PARÁGRAFO 3. Los municipios y los organismos de tránsito por sí mismos o a 

través de un tercero podrán contratar el programa de bloqueo de vehículos a 
través de los llamados Cepos u otras tecnologías que cumplan con la misma 
finalidad. Este equipo deberá ser implementado con apoyo de las autoridades de 
control y aplicado sobre aquellas conductas que ameritan inmovilización. 
 
El bloqueo del vehículo que incurra en una conducta que amerita la inmovilización, 
se podrá realizar con el Cepo u otras tecnologías que cumplan con la misma 
finalidad, previa suscripción de la orden u órdenes de comparendo, según sea el 
caso. 
 
El retiro del equipo de bloqueo será efectivo hasta que el propietario, poseedor o 
tenedor del vehículo subsane la falta y realice el curso de rehabilitación a 
infractores de las normas de tránsito”. 
 
La Superintendencia de Transporte vigilará lo correspondiente a los cobros por el 
retiro del equipo de bloqueo. 
 

ARTÍCULO 6°. Adiciónese un parágrafo 2º al artículo 53 de la Ley 769 de 2002, 
“Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras 
disposiciones”, el cual quedará así: 

PARÁGRAFO 2º. Los Centros de Diagnóstico Automotor (CDA) deberán tomar, 
con una entidad aseguradora legalmente establecida en Colombia y con libertad 
de oferta, un seguro obligatorio individual de responsabilidad civil para vehículos 
de servicio particular, que ampare los daños materiales causados a terceros, sin 
cargo o sobrecosto para el usuario, por la vigencia de cada uno de los certificados 
emitidos. 

Este seguro deberá tener un valor asegurado mínimo de quince salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (15 SMLMV) para vehículos de servicio particular y 
siete salarios mínimos legales mensuales vigentes (7 SMLMV) para motocicletas y 
similares. 
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En el Registro Único Nacional de Tránsito (RUNT) se registrará la información
sobre los seguros obligatorios vigentes y los siniestros.

Los Centros de Diagnóstico Automotor (CDA) tienen la obligación de garantizar
que en cada uno de sus establecimientos se ofrezcan los seguros obligatorios
previstos en esta Ley.

ARTÍCULO 7°. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 769 de 2002, el cual quedará
así:
“ARTÍCULO 93-2. CORRESPONSABILIDAD DE LAS EMPRESAS DE
TRANSPORTE PÚBLICO. Las empresas de transporte público terrestre
automotor, con el fin de que los conductores cumplan con la normatividad de
tránsito, deberán contratar las capacitaciones necesarias para actualizar los
conocimientos en materia de conducción y seguridad vial.

Las empresas serán responsables de realizar la revisión técnico mecánica y de
emisiones contaminantes, y la revisión periódica y mantenimiento preventivo;
directamente ante los Centros de Diagnóstico Automotor (CDA) sobre los
vehículos que tengan vinculados a su parque automotor, con cargo a sus
propietarios.

El Seguro Obligatorio de Accidente de Tránsito SOAT, será obligatorio para la
vinculación y permanencia de los propietarios de los vehículos a la empresa, so
pena de las sanciones aplicables por la Superintendencia de Transporte o la
autoridad de transporte de la respectiva jurisdicción.

ARTÍCULO 8°. El Ministerio de Transporte reglamentará lo necesario para depurar
los datos del parque automotor inscrito en el Registro Único Nacional de Tránsito
(RUNT), con el fin de eliminar los registros correspondientes a los vehículos que
no esten en circulación.

ARTÍCULO 9º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

                                                                               

ANA MARÍA CASTAÑEDA                                          INGRID SOGAMOSO
Senadora de la República                                            Representante a la Cámara

INFORME DE CONCILIACIÓN PROYECTO DE LEY NÚMERO 222 DE 2022

SENADO, 261 DE 2022 CÁMARA

por medio de la cual se crea el ministerio de igualdad y Equidad y se dictan otras disposiciones.
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